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VS  

OFICIAL DE POLICÍA ADSCRITO A LA 

DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PUBLICA 

MUNICIPAL DE ENSENADA Y OTRA 

AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE 1128/2025 JQ 

 

Tijuana, Baja California, a nueve de julio de dos mil veintiséis. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la boleta de 

infracción impugnada porque el oficial de policía no acreditó haberla 

fundado y motivado, violentando el artículo 16 de la Constitución. 

  

G L O S A R I O  

 

 

 

A N T E C E D E N T E S  

 

1.- El ocho de diciembre de dos mil veinticinco la parte actora 

promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Boleta de 

Infracción. 

 

2.- El nueve de diciembre de dos mil veinticinco se acordó 

tramitar y resolver el presente juicio y se emplazó al Oficial y al Director de 

Seguridad Pública, siendo el Oficial quien contestó y sostuvo la legalidad 

de la Boleta de Infracción. 

 

3.- Se admitieron las pruebas y, de conformidad con el artículo 

76 de la Ley del Tribunal, se dio vista a las partes a fin de que, en el plazo 

de cinco días, presentaran sus alegatos y una vez transcurrido ese plazo, 

por acuerdo de veintitrés de febrero de dos mil veintiséis se cerró la etapa 

de instrucción y se citó a las partes para oír sentencia, por lo que se 

procede a dictar la resolución correspondiente y,   

 

C O N S I D E R A N D O  

 

PRIMERO. - Competencia. Este Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana es competente para resolver el presente juicio en el 

que la parte actora señaló que su domicilio se encuentra en la 

circunscripción de Ensenada, en virtud de que le compete conocer de 

actos o resoluciones de carácter administrativo que promuevan los 

particulares con domicilio en las circunscripciones de Ensenada y San 

Quintín, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1, 26, fracción I, 

Oficial de Policía: 

Oficial de Policía con número de empleado 35673 adscrito 

a la Dirección de Seguridad Pública Municipal del 

Ayuntamiento de Ensenada que emitió la Boleta de 

Infracción. 

Director: 
Director General de Seguridad Pública Municipal del 

Ayuntamiento de Ensenada, Baja California. 

Boleta de Infracción: 
Boleta de infracción **********2 de primero de diciembre de 

dos mil veinticinco. 

Ley del Tribunal: 

 

 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno. 

Reglamento de Tránsito: 
Reglamento de Tránsito para el Municipio de Ensenada, 

Baja California.  

Código de Procedimientos: 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja 

California. 



 

30 y 62 de la Ley del Tribunal y acuerdo de Pleno de este Tribunal 

adoptado el diez de abril de dos mil veinticinco. 

 

SEGUNDO. - Existencia del acto impugnado. La existencia de la 

resolución combatida quedó debidamente acreditada en autos con el 

documento de la Boleta de Infracción que exhibió la parte actora en la 

demanda y con el reconocimiento que de la misma hizo el Oficial en su 

contestación de demanda, de conformidad con los artículos 400 y 416 del 

Código de Procedimientos, aplicable a la materia contencioso 

administrativa conforme al diverso 103 de la Ley del Tribunal. 

 

TERCERO. - Procedencia. Toda vez que no se menciona ninguna 

causal de improcedencia de las previstas en la ley, en el juicio contencioso 

que nos ocupa se procede al estudio de las conductas atribuidas a la 

parte actora. 

 

CUARTO. - Estudio.  Atento a que diversos criterios judiciales han 

precisado que la demanda es un todo y que debe analizarse en su 

conjunto, este Juzgador advierte que el actor alegó en el capítulo de 

hechos que era mentira lo referido por el Oficial, en atención a que su 

acompañante no traía cinturón de seguridad, ya que señala que tanto su 

acompañante como él, traían el cinturón de seguridad puesto, 

específicamente en el punto 3. 

 

Al contestar la demanda el Oficial señaló que se percató de 

que el acompañante del actor no traía puesto el cinturón de seguridad, 

faltando con ello el artículo 113 del Reglamento de Tránsito. 

 

Los argumentos de la actora resultan fundados, atenta a las 

siguientes consideraciones. 

 

Los artículos 277 y 278 del Código de Procedimientos aplicados 

supletoriamente y que a continuación se transcriben, disponen que el 

actor debe acreditar los elementos de su acción y las demandadas 

demostrar sus excepciones y defensas y, que el que niega solo deberá 

probar cuando esa negativa envuelva la afirmación de un hecho, cuando 

se desconozca la presunción legal, cuando se desconozca la capacidad 

o cuando la negativa fuere el elemento constitutivo de la acción. 

 
ARTÍCULO 277.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción 

y el reo los de sus excepciones. 

 

ARTÍCULO 278.- El que niega sólo será obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el 

colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción. 

 

En ese orden de ideas, si en el caso que nos ocupa el actor negó 

haber realizado la conducta que le atribuyó el Oficial, la carga de la prueba 

corre a cargo de la autoridad demandada, por ser a ésta a quien le corresponde 

acreditar los hechos constitutivos de la acción y que dieron origen a la Boleta de 

Infracción. 

 

Visto lo anterior, en el caso el Oficial ofreció únicamente como probanza 

la Boleta de Infracción, documental que valorada en términos de los dispuesto por 

los artículos 322, fracción II, 323, 405 y 418 del Código de procedimientos, aplicable a 

la materia contencioso administrativo, conforme al diverso 103 de la Ley del Tribunal,  

es apta y suficiente para demostrar su misma existencia, y si bien en la misma el Oficial 

estampó el motivo de la infracción, dicha cuestión resulta insuficiente para acreditar 

que el actor efectivamente cometió la conducta atribuida. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior las siguientes Tesis Aisladas: 



 

 

PRESUNCIONES, PRUEBA DE. El artículo 261 del Código de Procedimientos 

Penales, vigente en el Distrito Federal, concede a los Jueces y tribunales la 

facultad de apreciar, en conciencia, el valor de las presunciones, hasta el 

grado de considerar que su conjunto forma prueba plena; pero esa soberanía 

de apreciación no es ilimitada e intocable, ya que, como principio regulador 

de esa prueba, ordena el propio precepto, que el Juez tenga en cuenta la 

naturaleza de los hechos y el enlace natural, más o menos necesario, que 

exista entre la verdad conocida y la que se busca. La ley y la ciencia jurídica 

admiten que los indicios, en tesis general, no pueden constituir una prueba 

plena, ya que lo que les da fuerza, es la falta de pruebas en contrario, y el 

encadenamiento lógico que deben formar, como antecedentes y 

consecuentes del hecho desconocido y el acto delictuoso cuya 

comprobación se busca. Es cierto que todos los códigos modernos admiten 

la prueba por indicios o presunciones; pero rodeándola de tales presunciones 

que disminuyen el peligro de que, por simples o aislados indicios, sea 

condenado un inocente, por lo que si el tribunal de apelación, para declarar 

la existencia del delito de fraude, en grado de tentativa, y la responsabilidad 

del indiciado, desecha los agravios expresados por éste, contra la sentencia 

de primera instancia, y establece las presunciones que ésta tuvo como 

demostradas, sin existir en el proceso indicio alguno por el que pueda inferirse, 

independientemente de aquéllas, que el hecho imputado al procesado fue 

intencional, es claro que viola las reglas de apreciación conducentes, porque 

tiene como demostrados, hechos que, en realidad, no lo están y cuya 

existencia tan sólo presume, pues cuando de los indicios no se deduce 

necesariamente la verdad que se busca, o sea, la perpetración del hecho 

delictuoso imputado al reo, no puede fundarse la sentencia en presunciones 

que tienen el carácter de contingentes, puesto que no llegan necesariamente 

a una conclusión determinada, cuando los hechos en que descansan, 

pueden tener explicaciones diversas.1 

 

PRESUNCIONES. La prueba de presunciones se establece por medio de las 

consecuencias que sucesivamente se deducen de los hechos; los indicios o 

las presunciones son los medios de hacer funcionar esta prueba artificial. Un 

indicio es un hecho que está en relación tan íntima con el hecho, que un Juez 

llega del uno al otro, por medio de una conclusión muy natural; por eso son 

menester dos hechos, uno comprobado, el otro no manifiesto aún, y que se 

trata de demostrar, raciocinando del hecho conocido al desconocido. 

Aplicado el indicio de los procesos criminales, es el hecho o circunstancia 

accesoria que se refiere al crimen principal, y que da motivo para concluir 

que se ha cometido, quién lo ha cometido y cómo lo ha cometido. El indicio 

contiene, en sí mismo, un hecho diferente, si es aislado, pero que al momento 

adquiere gran importancia, cuando el Juez ve que tiene conexión con otro; 

éste, a su vez, así descubierto, llama, durante el curso de la información, la 

atención de la justicia, sobre tal individuo que, sin tal coincidencia, pasaría 

desapercibido, y contribuye a afirmar poderosamente las probabilidades de 

la acriminación; entonces el Juez tiene por guía las leyes naturales, 

manifestadas y garantizadas por la experiencia y el buen sentido, pero no 

pueden considerarse indicios las simples opiniones o conjeturas de quienes, 

por cualquier concepto, declaran en el proceso.2 

 

De ahí que, si el actor negó haber cometido la infracción señalada en la 

Boleta de Infracción y las autoridades demandadas no exhibieron otras probanzas 

con la que se acredite tal conducta, es indudable que la enjuiciada no cumple con 

dicha obligación procesal y, por ende, se actualiza la causal de nulidad 

prevista por la fracción IV del artículo 108 de la Ley del Tribunal. 
 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis sustentada por el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, cuyo rubro y texto es el siguiente:  

 

CARGA DE LA PRUEBA.- CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LA ACTORA 

MANIFIESTA UNA NEGATIVA LISA Y LLANA.- El artículo 68 del Código Fiscal de 

la Federación establece que los actos y resoluciones de las autoridades 

fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán 

probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado 

 
1 Registro digital: 313017, Instancia: Primera Sala, Quinta Época, Materia(s): Penal, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación, Tomo XLI, página 2781, Tipo: Aislada. 
2 Registro digital: 280331, Instancia: Pleno, Quinta Época, Materia(s): Penal, Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación, Tomo XXII, página 857, Tipo: Aislada. 

 



 

los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación 

de otro hecho. Por tanto, si se niega en esa forma que el procedimiento de 

auditoría se hubiera ajustado a derecho, en virtud de que no se le dió 

intervención en la diligencia, la carga de la prueba corresponde a la 

autoridad a fin de acreditar que no le asiste la razón a la actora.3 

 
Resulta ocioso analizar los motivos de inconformidad que invoca la parte 

actora, ya que, aun de resultar fundados, en nada variaría el sentido de este fallo, el 

cual le otorga un mayor beneficio a la parte actora, sin que ello implique transgredir 

el principio de exhaustividad que rige en la sentencia, en relación con lo previsto en 

el artículo 107 de la Ley del Tribunal. 

 

QUINTO. - Efectos.  De conformidad con el artículo 109, fracción 

IV, inciso b, de la Ley del Tribunal, se deberá declarar la nulidad de la 

Boleta de Infracción y condenar al Director a que dejé sin efectos los actos 

subsecuentes de esta y, a que en su caso, se devuelva a la parte actora 

la licencia de conducir retenida con motivo de la boleta declarada nula, 

sin requerir cobro alguno de los derechos que hubiera generado la misma, 

asimismo, se deberá condenar al Director de Recaudación a efecto de 

que ordene la cancelación de la Boleta de Infracción de los registros y 

sistemas de cómputo correspondientes, por ser autoridad vinculada en el 

ejercicio de sus atribuciones al cumplimiento de la sentencia, de 

conformidad con los artículos 53, fracción IV, 58, fracción XXV, 60, fracción 

V y 67 del Reglamento de la Administración Pública para el Municipio de 

Ensenada, Baja California, con relación al 111 de la Ley del Tribunal.  

 

SEXTO. - Ejecutoriedad. Según lo dispone artículo 154 de la Ley 

del Tribunal, en los juicios de mínima cuantía no procederá recurso alguno 

en contra de las sentencias que resuelvan el asunto en definitiva o contra 

las resoluciones que decreten o nieguen el sobreseimiento o caducidad.  

 

En tal cariz, de conformidad con el artículo 110 de la Ley del 

Tribunal, la presente resolución CAUSA EJECUTORIA desde el momento de 

su emisión, por lo que, al tratarse este asunto de mínima cuantía este fallo 

es ejecutorio y, en ese sentido, con fundamento en el artículo 112 del 

mismo ordenamiento, REQUIÉRASE al Director de Seguridad Pública y al 

Director de Recaudación para que para que INFORMEN EL CUMPLIMIENTO 

DADO AL FALLO DENTRO DEL PLAZO DE TRES DÍAS, apercibido de que, de 

no hacerlo así sin causa justificada, atento a lo dispuesto por la fracción II 

del artículo 47 de la Ley en comento, se le impondrá multa por el 

equivalente al valor mensual de la unidad de medida y actualización 

vigente en el año en curso, lo que equivale a la cantidad de $3,566.22 

M.N. pesos (tres mil quinientos sesenta y seis pesos con veintidós centavos 

22/100 moneda nacional), de conformidad con el decreto por el que se 

declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la 

Constitución, en Materia de Desindexación del Salario Mínimo, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil 

dieciséis, en relación con la actualización del valor de la unidad de 

medida y actualización publicada por el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (INEGI), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

nueve de enero de dos mil veintiséis. 

 

SÉPTIMO. - JUSTIFICACIÓN DE LAS NOTIFICACIONES. Dado que la 

presente resolución ha causado ejecutoria y es de cumplimiento 

inmediato, conforme al artículo 112 de la Ley del Tribunal, se encuentra 

plenamente justificado que, en este caso, se lleve a cabo la notificación 

por oficio a las autoridades demandadas y al Director de Recaudación 

para requerir que informen el cumplimiento de la misma.  

 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 107, en relación 

con diverso 109, fracción II, de la Ley del Tribunal, se… 

 
3 Tesis III-TASS-549, R.T.F.F. Tercera Época. Año I. No. 11. Noviembre 1988. p. 15. 



 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. - Se declara la nulidad de la boleta de infracción 

**********2 de primero de diciembre de dos mil veinticinco. 

 

SEGUNDO. - Se condena al Director de Seguridad Pública 

Municipal del Ayuntamiento de Ensenada a que deje sin efectos los actos 

subsecuentes de la Boleta de Infracción declarada nula y, en su caso, a 

devolver a la parte actora la licencia de conducir retenida con motivo de 

la boleta mencionada. 

 

TERCERO. - Se condena al Director de Recaudación del 

Ayuntamiento de Ensenada a que deje sin efectos los actos subsecuentes 

del acto declarado nulo, por lo que deberá ordenar la cancelación de la 

Boleta de Infracción de los registros y sistemas de cómputo 

correspondientes. 

 

CUARTO. - Toda vez que esta resolución es ejecutoria, 

REQUIÉRASE al Director de Seguridad Pública Municipal y al Director de 

Recaudación, ambos del Ayuntamiento de Ensenada, para que 

INFORMEN EL CUMPLIMIENTO DADO AL FALLO DENTRO DEL PLAZO DE TRES 

DÍAS, apercibidos de que, de no hacerlo sin causa justificada, atento a lo 

dispuesto por la fracción II del artículo 47 de la Ley en comento, se les 

impondrá multa por el equivalente al valor mensual de la unidad de 

medida y actualización.  

 

Notifíquese por Boletín Jurisdiccional a la parte actora, por oficio 

a las autoridades demandadas y al Director de Recaudación del 

Ayuntamiento de Ensenada. 

 

Así lo resolvió el licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, Primer 

Secretario de Acuerdos del Juzgado Quinto Auxiliar con residencia en 

Tijuana del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 

según designación hecha mediante acuerdo de Pleno de veintitrés de 

agosto de dos mil veintitrés, acorde con lo establecido en el punto Décimo 

Cuarto del acuerdo de Pleno de trece de julio de ese mismo año, quien 

actúa en funciones de Juez de Primera Instancia por ministerio de ley, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal 

de Justicia Administrativa de Baja California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, quien firmó 

ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, licenciada María del Pilar 

Ayala Guerrero, quien da fe. 

 
JVM/MPAG/MelissaR 

 

 

 

 

 

- - - - - C E R T I F I C A C I Ó N - - - - - 

De conformidad con lo establecido en el punto Quinto de la sesión de Pleno de trece de julio 

de dos mil veintitrés, referente a la autorización de implementación del expediente electrónico 

y la firma electrónica avanzada, así como por lo dispuesto en el artículo 35, fracción V, de la 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California y fracción II del artículo 25 

del Reglamento Interno del propio Tribunal, la suscrita, licenciada María del Pilar Ayala 

Guerrero, Secretaria de Acuerdos del Juzgado Quinto Auxiliar con residencia en Tijuana, hago 

constar que los documentos digitalizados en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes 

que se lleva en este mismo Juzgado fueron cotejados y corresponden a los documentos físicos 

de las promociones y anexos que aquí se proveen y que se tuvieron a la vista. 
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“ELIMINADO: Nombre, 1 párrafo(s) con 1 renglón (s), en foja 1.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Boleta de infracción, 2 párrafo(s) con 2 renglón (s), en fojas 1 y 5.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  



 

La suscrita Licenciada Angélica Islas Hernández, Secretaria de 

Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, hace constar: ------------------------------------------------------------------ 

Que lo transcrito con anterioridad corresponde a una versión pública 

de resolución de primera instancia dictada en el expediente 1128/2025 

JQ, en la que se suprimieron datos que se han clasificado como 

confidenciales, cubriendo el espacio correspondiente, insertando diez 

asteriscos, versión que va en cinco fojas útiles. ------------------------------------ 

Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 54, 60, 

FRACCIÓN III, B), 99, 104 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Apertura Institucional para el Estado de Baja 

California, y 55, 57, 58, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California. Lo que se 

hace constar para los efectos legales a que haya lugar, en la ciudad 

de Tijuana, Baja California, a los veinte días del mes de agosto de dos 

mil veintiséis. ------------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


